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Resumen: ¿Cómo debe ajustarse el salario de los legisladores? ¿Deberían estos funciona-
rios públicos ser capaces de ajustar su salario cuando lo crean conveniente o por el contra-
rio su capacidad de ajuste debería ser parcial o completamente limitada? Aquí argumenta-
mos a favor de limitar parcialmente la capacidad que los legisladores tienen para ajustar su 
salario. Si bien favoreceremos un camino intermedio entre la existencia de una capacidad 
no restringida y una capacidad completamente restringida, mostraremos que este camino 
no es unívoco. En efecto, existe una multiplicidad de mecanismos de restricción parcial 
con implicaciones normativas sustantivamente diferentes. En particular, argumentamos 
que es deseable favorecer aquellos mecanismos de ajuste que son capaces de atraer ciuda-
danos idóneos para realizar la tarea legislativa pero que al mismo tiempo promueven me-
sura en la magnitud de los ajustes.

Palabras clave: salarios de legisladores, mecanismos de ajuste salarial, teoría demo-
crática.

How Should Legislators Determine their Salary Level?

Abstract: How should legislators determine their salary level? After analyzing the argu-
ments in favor of different salary-setting mechanisms, we argue that there are good nor-
mative reasons to favor those salary-setting methods that partially limit legislators’ capac-
ity to set their own salary. While we favor a middle way between unrestricted and 
completely restricted salary-settings mechanisms, we show that this path is not unique. 
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Different partially restricted salary-setting mechanisms have substantially diverse policy 
implications. In particular, we argue that it is desirable to favor those salary-setting mech-
anisms that are able to attract high-quality citizens to run for office but that at the same 
time promote moderation in the magnitude of the salary adjustments.

Keywords: legislators’ salary, salary-setting mechanisms, democratic theory.

Introducción

¿Cómo debe ajustarse el salario de los legisladores? ¿Deberían estos fun-
cionarios públicos ser capaces de ajustar su salario cuando lo crean con-

veniente o por el contrario su capacidad de ajuste debería ser parcial o 
completamente limitada? Estas preguntas se instalaron recientemente en 
el debate público de países tan diferentes como Alemania, Argentina, Boli-
via, Brasil, Chile, El Salvador o México. En todos estos casos se produjeron 
fuertes controversias en torno a los ajustes salariales implementados para 
modificar las remuneraciones de los legisladores. Entre otras cosas, se cues-
tionó la conveniencia de ajustar los salarios en escenarios de crisis económi-
ca, en contextos de corrupción o simplemente por considerar inadecuado 
aumentar aún más los privilegios de que gozan los legisladores.

Si existe, como algunos creen, una potencial conexión entre los meca-
nismos de ajuste salarial y el nivel de salario de los legisladores, entonces es 
importante prestar mayor atención a esos mecanismos (Mause, 2014; Brans 
y Peters, 2012; Hood, Peters y Lee, 2003). Hay dos razones para ello. En 
primer lugar, el nivel salarial de los legisladores y otros funcionarios públi-
cos afecta los procesos de reclutamiento de ciudadanos para desempeñar 
funciones públicas. Por ejemplo, un cuerpo no menor de literatura sugiere 
que no todos los esquemas salariales tienen la misma capacidad de reclutar 
a los ciudadanos más “idóneos” para la tarea legislativa y representativa 
(McCormick y Tollison; 1978, Caselli y Morelli, 2004; Kotakorpi y Poutvaara 
2010; Gagliarducci y Nannicini, 2013; Braendle, 2014, 2015). Cuando los 
ciudadanos más capacitados no son quienes llegan a la actividad parlamen-
taria, la calidad de la democracia puede verse afectada. En segundo lugar, 
puede ser normativamente problemático que los legisladores perciban 
salarios exorbitantemente mayores que los del ciudadano medio. La asime-
tría de recursos materiales e inmateriales entre representantes y representa-
dos puede atentar contra algunos ideales de equidad y justicia social que 
son claves en una democracia representativa.

Sorprendentemente, la discusión sobre qué capacidad deben tener los 
legisladores a la hora de ajustar su propio salario ha sido escasamente aten-
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dida en el debate normativo sobre instituciones democráticas.1 El presente 
artículo busca remediar esta deficiencia en la literatura. En particular, aquí 
argumentamos a favor de limitar parcialmente la capacidad que los legisla-
dores tienen para ajustar su salario. Si bien favoreceremos un camino inter-
medio entre la existencia de una capacidad no restringida y una capacidad 
completamente restringida, mostraremos que este camino no es unívoco. 
En efecto, existe una multiplicidad de mecanismos de restricción parcial 
con implicaciones normativas sustantivamente diferentes. En particular, 
sostenemos que es deseable favorecer aquellos mecanismos de ajuste que 
son capaces de atraer ciudadanos idóneos para realizar la tarea legislativa, 
pero que al mismo tiempo promuevan mesura en la magnitud de los ajustes.

El artículo se divide en cuatro secciones. La primera sección examina 
algunas cuestiones preliminares relacionadas con el vínculo existente entre 
los mecanismos de ajuste salarial, el nivel deseado de salario y la naturaleza 
del trabajo de los legisladores. La segunda sección presenta y discute dos 
procedimientos opuestos: restricción completa vs. capacidad irrestricta de 
ajuste. La tercera sección evalúa la potencial incompatibildad (trade-off) en 
la persecución de dos objetivos: atraer buenos gobernantes y mantener cier-
tos niveles de igualdad entre representantes y representados. En particular, 
esta sección discute y descarta una posible solución al trade-off. Finalmente, 
la última sección evalúa el camino intermedio de la restricción parcial. Si 
bien argumentamos a favor de esta estrategia de regulación, también inten-
tamos mostrar que el mundo de las restricciones parciales es muy amplio y 
no se encuentra libre de problemas. En particular, en esta última sección 
explicamos por qué es deseable apostar por un camino intermedio entre 
ambos valores antes que privilegiar uno de ellos en detrimento del otro.

Salarios y mecanismos de ajuste

Antes de evaluar diferentes mecanismos de ajuste salarial para parlamenta-
rios, es necesario atender dos cuestiones previas. Por un lado, la pregunta 
sobre cuál es el mecanismo idóneo de ajuste está íntimamente ligada a la 

1 Dekker (2015) es una clara excepción en la literatura. Sin embargo, dicha investigación se 
concentra específicamente en analizar los argumentos que justifican determinados niveles sala-
riales en altos funcionarios públicos (jueces, ministros, legisladores, administradores públicos, 
etc). Su trabajo no aborda las implicaciones normativas de los diferentes mecanismos de ajuste 
salarial para parlamentarios. Así, el presente artículo aborda una pregunta distinta de la estudiada 
por Dekker.
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disyuntiva sobre qué nivel salarial deberían percibir los legisladores. Esto 
es, el debate sobre en qué medida los legisladores deberían obtener un sa-
lario alto, moderado o bajo en relación con los salarios que se pagan en el 
sector privado. Por otro lado, al fijar nuestra atención en el mecanismo de 
ajuste de los legisladores estamos implícitamente reconociendo que hay 
una particularidad en su caso que merece especial atención.2 Veamos am-
bos puntos.

La relación entre los diferentes procedimientos de ajuste salarial y el 
nivel de remuneración de los legisladores está pensada en general según 
el supuesto de que los políticos buscan maximizar sus propios beneficios.3 
La idea en este sentido es que mecanismos de ajuste más flexibles posibilitan 
que los legisladores se autoasignen salarios más altos. Con la misma lógica, 
deberíamos esperar niveles salariales más moderados cuando el ajuste está 
determinado por factores incontrolables por los propios legisladores (Mau-
se, 2014). Como sugiere Mause (2014, p. 156), los mecanismos de ajuste 
salarial están incluidos en el conjunto de factores que afectan el nivel sala-
rial. Luego de analizar los mecanismos de ajuste salarial legislativo en 27 
países de la Unión Europea controlados por el costo de la vida y el tamaño 
de la población, Mause concluye que hay cierta (aunque no contundente) 
evidencia de que los mecanismos de ajuste totalmente restringidos contri-
buyen a que los salarios de los legisladores no se disparen (Hood, 1992; 
Brans y Peters, 2012; Mause, 2014, p. 172).4

2 Este trabajo se ocupa del problema del ajuste salarial por parte de los miembros parlamen-
tarios de nivel nacional. Con ello queremos evitar las complejidades de utilizar una sola categoría 
que englobe también casos de legisladores subnacionales existentes en algunos países. Aunque 
los argumentos para los legisladores nacionales son comúnmente utilizados para evaluar el caso 
de legisladores subnacionales, aquí no tenemos espacio para evaluar las diferencias entre ambos 
casos. Además de esta precisión analítica, la elección de este tipo particular de funcionario se 
fundamenta en otros dos hechos. Por un lado, los legisladores son la esencia misma de la demo-
cracia representativa. Son altos funcionarios elegidos democráticamente cuyo fin es representar 
los intereses de los votantes a nivel de políticas y debates públicos de interés y relevancia nacio-
nal. Por otro lado, son los encargados de legislar y por tanto tienen la potestad de mantener o alte-
rar el statu quo de las instituciones que regulan los ajustes salariales de todos los funcionarios 
públicos, independientemente de si lo hacen de forma directa o indirecta.

3 Naturalmente, el supuesto de que los legisladores siempre buscan maximizar su beneficio 
es pasible de crítica. Se podría argumentar que la idea de que los legisladores están motivados 
principalmente por su autointerés es infundada. El repertorio motivacional de los legisladores es 
más heterogéneo de lo que muchos asumen. 

4 Es importante destacar, sin embargo, que las dificultades técnicas para comparar niveles 
salariales y mecanismos de ajuste de un país a otro han limitado el número de trabajos compara-
dos en esa materia.
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En esta línea, es razonable asumir que quienes creen que es deseable 
que los parlamentarios perciban altos salarios ven con buenos ojos la incor-
poración de mecanismos menos restrictivos. Por el contrario, quienes creen 
que los parlamentarios deberían recibir un salario moderado apoyan la im-
plementación de mecanismos de ajuste más restrictivos. Es inevitable, en-
tonces, decir algo sobre qué mecanismo de ajuste salarial debería ser 
promovido sin terminar refiriéndose en primer lugar al nivel de salario de-
seado para los legisladores. Por ello, como veremos en la próxima sección, 
los argumentos sobre cuáles son los niveles salariales y los mecanismos de 
ajuste óptimos van generalmente de la mano.

Un segundo punto que merece atención se refiere a la naturaleza propia 
del trabajo de los legisladores. Si creemos que la labor legislativa encierra 
particularidades que la distinguen de otros trabajos públicos y privados, 
entonces es posible pensar que los legisladores deberían contar con prerro-
gativas especiales. Una de esas prerrogativas podría ser la capacidad de 
ajustar su salario de acuerdo con lo que crean más conveniente. Para argu-
mentar esto es necesario establecer un criterio inicial que defina el tipo de 
tareas distintivas que realizan los legisladores. La pregunta importante en 
este caso es si los legisladores realizan una tarea única y especial dentro de 
una sociedad democrática que justifique que cuenten con una prerrogativa 
especial a la hora de determinar su salario.

Parece evidente que los legisladores realizan tareas que no sólo son vita-
les para la democracia, sino que además son virtualmente únicas dentro del 
gobierno. Por definición, el Congreso es el espacio institucional en el que 
no sólo se representan las demandas de la ciudadanía sino en donde ade-
más se proponen y someten a escrutinio las principales reglas de un país. 
Ese hecho puede justificar que el trabajo de los legisladores, a diferencia de 
otros funcionarios públicos, cuente con reglamentaciones especiales, pero 
muchas de estas reglamentaciones son materia de debate; por ejemplo, es 
discutible si los legisladores deberían dedicarse enteramente a la labor le-
gislativa o si, por el contrario, éstos pueden contar con la oportunidad de 
dedicar parte de su tiempo a otras actividades (i.e., moonlighting) (Gagliar-
ducci et al., 2010; Geys y Mause, 2013).5

5 El fenómeno de moonlighting se refiere al hecho de que los legisladores realicen labores re-
muneradas por fuera de su compromiso legislativo. Esto incluye un amplio abanico de posibilida-
des que va desde asesorías externas permanentes a empresas hasta ser columnista semanal en un 
diario o aparecer en una entrevista en tv.
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A modo de ejemplo, se puede argumentar que es beneficioso que los 
legisladores realicen otras tareas de forma simultánea, ya que esto los acerca 
con el día a día de las situaciones y problemas que vive la ciudadanía. Del 
mismo modo, se puede decir que es deseable que los legisladores trabajen 
a tiempo parcial ya que eso ayudaría a minimizar su dependencia de los 
beneficios monetarios estatales (Judge, 1984, p. 60).6 Por el contrario, se 
puede objetar que el trabajo legislativo requiere de legisladores de tiempo 
completo que no mezclen sus negocios o actividades particulares con sus 
labores representativas. 

Independientemente de si los legisladores realizan una tarea única o 
que tiene correlato con otras profesiones y actividades, en lo que sigue in-
tentaremos explicar por qué es deseable que los legisladores tengan control 
—aunque restringido— sobre su nivel salarial.

Capacidad irrestricta y capacidad completamente restringida

Existen numerosos mecanismos institucionales para regular la capacidad 
de ajuste salarial de los legisladores. A grandes rasgos podemos diferenciar 
tres tipos ideales de procedimientos de ajuste. En primer lugar, y en un 
extremo del espectro, se encuentran los mecanismos de ajuste con capaci-
dad irrestricta. Esta categoría se refiere a aquellos casos en que los parla-
mentarios tienen el poder pleno de decidir sobre sus propios salarios. En 
segundo lugar, al otro extremo del espectro, tenemos los sistemas con capa-
cidad totalmente restringida. En este caso, los legisladores están inmersos 
en un tipo de restricción institucional que les impide decidir sobre una 
modificación de sus propias remuneraciones. Finalmente, tenemos la vía 
intermedia de la restricción parcial. Aquí entran todas aquellas legislaturas 
cuyos parlamentarios pueden ajustar su salario, pero bajo ciertas restriccio-
nes. Se trata de la categoría más heterogénea, ya que incluye desde casos 
con niveles de ajuste fijados constitucionalmente que pueden ser vetados 
o aprobados por los legisladores (como en Chile) hasta casos de ajuste a fu-
turo, en los que los parlamentarios sólo pueden ajustar el salario de la si-
guiente legislatura (como en Uruguay).

6 Un caso emblemático de parlamentarios de medio tiempo lo podemos encontrar en Suiza. 
Véase http://www.swissworld.org/en/politics/government_and_parliament/part_time_poli-
ticians/ [fecha de consulta: 23 de marzo de 2015].



volumen xxIII  ·  nÚmero 2  ·  II semestre de 2016 311Política y gobierno

¿Cómo debe ajustarse el salario de los legisladores?

En este artículo argumentamos que tanto el primero como el segundo 
casos (capacidad no restringida y capacidad completamente restringida) en-
cierran problemas normativos significativos. Sin embargo, la opción de li-
mitar la capacidad de ajuste salarial es una categoría amplia, que incluye 
numerosas variantes que pueden tener implicaciones normativas sustanti-
vamente diferentes. Esto nos lleva a ser cautelosos con la opción de abogar 
por la capacidad parcialmente restringida, dado que hay regulaciones y res-
tricciones que son normativamente más problemáticas que otras.

Argumentos en favor de la restricción completa de autoajustar salarios

Hay dos argumentos principales para defender la capacidad completamen-
te restringida de autoajustar salarios.7 En primer lugar, se puede argumentar 
que darles a los legisladores una capacidad de ajuste sin restricciones contri-
buye a asentar un modelo de legislador que está principalmente motivado 
por incentivos materiales y no por una vocación de servicio público. Para 
ponerlo en los términos de Weber (1994, p. 318), se estaría apostando por un 
modelo de legislador que ve la política como una profesión y no como una 
vocación. Esto es, alguien que vive de la política y no para la política. 

Los defensores de la capacidad de ajuste restringida asumen que los 
ciudadanos que participan en tareas de gobierno están fundamentalmente 
motivados por incentivos materiales. La hipótesis aquí es que los legislado-
res, ante la ausencia de restricciones institucionales, tratarán de que sus 
sala rios sean los más altos posibles (Hood, 1992, p. 210). Por ejemplo, Mc-
Cormick y Tollison (1978) encuentran que el salario legislativo en aquellos 
estados de Estados Unidos con restricciones institucionales para el ajuste 

7 Dekker (2015) analiza cinco justificaciones a la idea de que los altos funcionarios públicos 
(incluyendo a los parlamentarios) deberían recibir un salario menor o no competitivo con el que 
se ofrece en el sector privado. Los argumentos son: 1) el dinero que financia los salarios de los 
funcionarios públicos proviene de los impuestos que pagan los representados y por ello los legis-
ladores deberían tener cuidado en cómo utilizan esos fondos, 2) aunque los salarios de los altos 
funcionarios puedan ser más bajos que en el sector privado, el trabajo que éstos realizan conlleva 
beneficios adicionales que deben ser también tomados en cuenta, 3) los altos funcionarios no sólo 
deberían estar motivados por beneficios materiales sino que también deberían poseer una voca-
ción de servicio, 4) los altos funcionarios deberían vivir bajo circunstancias similares a las del resto 
de la ciudadanía, 5) es deseable que los altos funcionarios, sobre todo en tiempos de restricciones 
económicas, sean un ejemplo para el resto de sus conciudadanos. Como veremos en este trabajo, 
estos argumentos, en diferentes modalidades, se repiten en el debate sobre qué mecanismo de 
ajuste salarial debería aplicarse a los legisladores.
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es entre 100 y 200 por ciento menor que el salario de los parlamentarios de 
aquellos estados en donde los legisladores deciden directamente su salario. 
En un estudio más reciente, Mause (2014, p. 156) muestra que, controlado 
por tamaño de la población y costo de la vida, los salarios de los parlamenta-
rios son más altos en aquellos países europeos donde éstos tienen injerencia 
directa en la decisión sobre sus sueldos. Ambas investigaciones son consis-
tentes entonces con el hecho de que, cada vez que los legisladores tengan 
una oportunidad para subirse su salario, lo harán sin muchas dilaciones de 
por medio.

Sin embargo, se puede objetar que aun cuando sea cierto que la mayor 
parte de los políticos profesionales se enrolan en el servicio público por los 
beneficios materiales de esas posiciones, ese hecho no deja de ser moral-
mente problemático. El argumento aquí es que es deseable que los legisla-
dores estén principalmente motivados a realizar sus funciones por una 
vocación de servicio. La capacidad no restringida de ajuste puede fomentar 
un mecanismo motivacional que no es deseable para la democracia repre-
sentativa. Como apunta Sollars (1994, p. 517), los salarios altos son un arma 
de doble filo. Mayores recompensas monetarias producen una actividad 
parlamentaria altamente profesionalizada. Si los legisladores ven su trabajo 
parlamentario como una carrera política más que como un interludio en su 
vida profesional, mantener el puesto se volverá una preocupación central 
(dados los costos que su pérdida conlleva), invirtiendo muchos recursos 
humanos y monetarios en la reelección.

Un segundo argumento para defender la capacidad completamente res-
tringida de ajuste salarial alude a nociones de justicia y equidad. Este argu-
mento tiene tres aristas. En primer lugar, se puede argumentar que es 
injusto que los legisladores —a diferencia de otros funcionarios públicos no 
electos— tengan la capacidad de ajustar su salario cuando lo consideren 
necesario. Por un lado, está el hecho de que sólo unos pocos funcionarios 
del Estado lo puedan hacer. Si ningún ciudadano puede autoajustarse su 
salario cuando es empleado de un tercero —y los legisladores son emplea-
dos del Estado y por ende de la ciudadanía— no resulta claro por qué estos 
funcionarios deberían contar con esa prerrogativa. Eso les da a los legislado-
res la oportunidad para ser jueces de sus propios intereses. En segundo lu-
gar, el dinero utilizado para financiar los ajustes salariales proviene 
fundamentalmente del aporte de la ciudadanía. El ajuste de salario se hace 
sobre la base de fondos públicos. La existencia de un mecanismo de ajuste 
salarial sin restricciones hace que los legisladores, a diferencia de sus repre-
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sentados, tengan la capacidad de beneficiarse de los fondos públicos a dis-
creción. En tercer lugar, la capacidad sin restricciones de ajuste salarial 
puede llevar a una distancia salarial entre representados y representantes 
que es moralmente objetable. Aun cuando no terminen haciendo uso de la 
prerrogativa, los legisladores en ese caso tienen la posibilidad de aumentar 
su salario a niveles muy superiores a los del salario del representado prome-
dio. Distancias salariales tan grandes entre representados y representantes 
pueden atentar contra la calidad misma de la democracia, ya que lo que se 
posibilita con esta institucionalidad de ajuste irrestricto es la desigualdad 
entre representantes y representados.

Argumentos en favor de la capacidad irrestricta de ajustar salarios

Existen tres argumentos principales para justificar la ausencia de regulacio-
nes en la capacidad de los legisladores para ajustar su salario. El primer ar-
gumento dice que la autonomía a la hora de ajustar el propio salario es 
necesaria para atraer a los ciudadanos más calificados para desempeñar ta-
reas legislativas.8 La idea subyacente es que los ciudadanos más capacita-
dos no estarían interesados en trabajar con restricciones salariales de ese 
tipo. Como dice Besley (2004, p. 213), el salario de los legisladores —así 
como sus posibilidades de ajuste— puede ser una razón para explicar por 
qué los ciudadanos deciden entrar o abstenerse de la arena política. Natu-
ralmente, el salario que los legisladores reciben mes a mes no es el único 
factor que afecta las decisiones de los ciudadanos para postularse a esas 
posiciones. Generalmente, los legisladores cuentan con otros beneficios, 
tales como pensiones especiales por retiro, servicios de cobertura de salud 
e inmunidad judicial, capital político y prestigio, entre otros.9 Si bien es 

8 Hay un supuesto fuerte sobre la calidad de la democracia que establece que, ceteris paribus, 
la presencia de mejores políticos hace un mejor Congreso y por ende una mejor democracia. La 
objeción obvia a este punto es que la validez de ese supuesto depende de la definición de “buen 
político” que se adopte. La pregunta en ese sentido es qué tipo de incentivos deberían generar 
las instituciones públicas para atraer un perfil óptimo de legisladores. Sin una justificación previa 
de por medio, no resulta evidente que los (potencialmente) buenos políticos sean necesariamen-
te aquellos que tengan mayores niveles educativos o que sean más exitosos en el sector privado. 
Lo que resulta claro, sin embargo, es que cualquiera que sea el mecanismo de ajuste, es deseable 
que los montos salariales fijados no constituyan una razón de peso para alejar ciudadanos del 
servicio público. Para una discusión filosófica sobre las cualidades de un buen representante, 
véase Dovi (2007).

9 Por una discusión sobre la naturaleza de los beneficios que pueden recibir los legisladores 
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posible pensar que pocos ciudadanos aceptan participar en altos cargos pú-
blicos debido a consideraciones exclusivamente monetarias, también es 
razonable esperar que pocos acepten esas posiciones si implican un gran 
sacrificio monetario (Burtless, 2002, p. 3).

Como mencionamos en la sección anterior, esta crítica a la rigidez sala-
rial institucionalizada asume que un arreglo que restrinja cualquier tipo de 
ajuste voluntario al salario de los legisladores termina produciendo salarios 
bajos y poco atractivos en relación con los pagados por el sector privado. 
Mientras las empresas privadas fijan salarios de acuerdo con sus expectati-
vas de maximizar sus ganancias, un mecanismo rígido de ajuste salarial para 
parlamentarios posibilita una gran distancia entre los salarios del sector pú-
blico y privado en el mediano plazo. Los ciudadanos más calificados pue-
den ser los más demandados por el sector privado, en un mercado que 
puede eventualmente ofrecer mayores incentivos materiales que el sector 
público. Cuando esto sucede, los ciudadanos mejor calificados estarían me-
nos dispuestos a dejar de trabajar en el ámbito privado para desempeñar 
funciones públicas. Los salarios bajos y la imposibilidad de ajustes termi-
nan generando un efecto de costo de oportunidad para los ciudadanos más 
capacitados, que aumenta conforme se amplía la brecha salarial entre el 
sector público y el sector privado. Tarde o temprano este tipo de arreglo 
institucional terminaría generando salarios poco atractivos para atraer más 
ciudadanos capacitados para realizar labores públicas. Éste es el diagnóstico 
elaborado por Burtless (2002) para el caso de Estados Unidos. Si bien ese 
país no tiene un sistema de ajuste completamente restringido, Burtless 
cree que los mecanismos restrictivos han desfasado el salario de los altos 
funcionarios públicos respecto del salario pagado por el sector privado. 

Estudios más recientes y realizados en otros contextos reafirman la hi-
pótesis de que la existencia de mejores salarios atrae ciudadanos más ca-
lificados (Caselli y Morelli, 2004; Besley, 2005, Gagliarducci y Nannicini, 
2013). Por ejemplo, Gagliarducci y Nannicini (2013) sostienen que salarios 
más altos atraen candidatos con mayores niveles de educación formal, y que 
políticos mejor pagados contribuyen a disminuir la burocracia guberna-
mental, mejorando así la eficiencia del gobierno. Este efecto está manejado 

véase Brans y Peters (2012). En particular, estos autores distinguen entre beneficios tangibles e 
intangibles, formales e informales. Por ejemplo, la entrega de medallas a los parlamentarios es 
un beneficio que se otorga por una vía formal y que tiene un valor intangible (Brans y Peters, 
2012, p. 4).
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por la selección de políticos competentes más que por el incentivo de ser 
reelecto. Asimismo, Kotakorpi y Poutvaara (2010, p. 3) muestran cómo el 
argumento dado para iniciar la reforma salarial de los miembros del parla-
mento en Finlandia en 2000 fue precisamente que un incremento en el 
nivel salarial atraería mejores candidatos. El mecanismo en este caso fue 
aumentar la competitividad de los salarios legislativos frente a los salarios 
pagados en el sector privado.

El segundo argumento se refiere al efecto elitista que puede generar la 
incapacidad de los legisladores de autoajustar su salario, dado que la ausen-
cia de esta prerrogativa hará que los salarios sean bajos. La tesis en este caso 
es que un sistema político con cargos mal pagos o cercanos a honorarios 
privilegia sólo a aquellos ciudadanos que tienen una capacidad económica 
previamente asegurada que les permite trabajar para el Estado sin un costo 
de oportunidad considerable. Un mecanismo institucional de ajuste de sa-
larios completamente regulado puede incentivar únicamente la participa-
ción política de las élites económicas o de aquellos ciudadanos que tienen 
un respaldo económico garantizado.

Si la restricción completa de autoajuste produce un salario bajo para los 
legisladores, y si estos cargos son incompatibles con empleos privados, lo 
más seguro es que una buena parte de los legisladores que decidan trabajar 
por salarios públicos bajos sean aquellos que cuentan con una base finan-
ciera previamente asegurada. Con esta lógica, si solamente quienes no 
pagan ese costo tienen oportunidades reales de entrar a la política, el meca-
nismo termina seleccionando legisladores con base en la capacidad econó-
mica y no en el mérito. Como señalan Baimbridge y Darcy (1999, p. 73) en 
su análisis de la evolución de los salarios reales de los parlamentarios britá-
nicos a lo largo del siglo xx, los miembros del Partido Conservador de prin-
cipios de siglo mantenían una posición favorable a salarios parlamentarios 
cercanos a honorarios. Éstos insistían en la idea de un “servicio público 
gratuito” como el mejor mecanismo para proteger la labor política de la co-
rrupción y su “envilecimiento”. De acuerdo con este razonamiento, los me-
jores deberían entrar a la arena política y al servicio público no para buscar 
rentas sino para perseguir una vocación de servicio. En los efectos prácticos, 
esta postura justificaba una actividad parlamentaria amateurizada y por 
consiguiente circunscrita a criterios de discriminación por clase social: so-
lamente la aristocracia podía permitirse la actividad política según esa insti-
tucionalidad. Esa posición tenía una alta legitimidad en la opinión pública 
de la época, factor que limitó que candidatos de extracción social popular 
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entraran al parlamento británico hasta bien entrado el siglo pasado (Baim-
bridge y Darcy, 1999, p. 73).

Finalmente, se puede argumentar que la inflexibilidad de salarios pue-
de generar que los legisladores utilicen otro tipo de prerrogativas como in-
centivo para entrar o permanecer en la actividad política. Esas potestades 
no salariales pueden desembocar en actos de corrupción y actividades ilíci-
tas. La existencia de salarios bajos y difíciles de reajustar crea condiciones 
para que los legisladores busquen otro tipo de beneficios o prerrogativas 
dentro y fuera del Estado.10 Hay dos razones para justificar este argumento. 
En primer lugar, se puede crear un mercado para la corrupción o para la 
captación de recursos estatales no salariales, es decir, un mercado negro de 
intercambio de insumos de asignaciones parlamentarias a cambio de dinero 
u otros beneficios. No es raro escuchar historias de políticos que cambian 
componentes de su asignación parlamentaria (e.g., cupones para comida, 
transporte, etc.) por dinero. En segundo lugar, se puede argumentar que 
parlamentarios con salarios bajos pueden ser más propensos a incurrir en 
actos de soborno y corrupción por agentes externos. La idea fundamental 
aquí es que salarios rígidos y con escasa capacidad de autoajuste crean un 
escenario propicio para la ocurrencia de coimas y favores políticos. Bajo esas 
circunstancias los legisladores tendrían más motivos para aceptar beneficios 
fuera del sistema a cambio de favores. Por ello, es pertinente establecer una 
estructura salarial —tanto en valor como en capacidad de ajuste— para mi-
nimizar las inclinaciones a cometer actos de corrupción.

La incompatibilidad de objetivos

La sección anterior identificó una incompatibilidad potencial (trade-off) en-
tre la capacidad de atraer buenos gobernantes y la posibilidad de promover 
más igualdad entre representantes y representados.11 Asumiendo que los 
mecanismos no restrictivos facilitan mayores salarios y que los restrictivos 
fomentan la igualdad, la pregunta es entonces cómo podemos resolver ese 
dilema entre objetivos que parecen ser excluyentes. Existen dos posibili-
dades fundamentales. En primer lugar, podemos aceptar la incompatibili-
dad como verdadera. Esa posibilidad nos lleva al menos a dos nuevos 

10 Es importante distinguir entre el sueldo o dieta de los parlamentarios y las asignaciones 
que los parlamentarios reciben para realizar su labor. En este artículo nos ocupamos exclusiva-
mente del salario y no de sus asignaciones complementarias. 

11 Un dictaminador anónimo nos hizo ver este punto. Agradecemos sus comentarios al respecto.



volumen xxIII  ·  nÚmero 2  ·  II semestre de 2016 317Política y gobierno

¿Cómo debe ajustarse el salario de los legisladores?

dilemas: a) optar por uno de los valores en juego o b) apostar por un camino 
intermedio que no privilegia a ninguno de los dos. En segundo lugar, po-
demos aceptar que la incompatibilidad es inexistente y que por tanto se 
pueden obtener ambos valores (buenos gobernantes y un nivel deseable de 
igualdad) al mismo tiempo. En esta sección nos ocupamos del segundo pun-
to. En la sección siguiente nos enfocamos en analizar los problemas asocia-
dos con los caminos intermedios y con privilegiar un objetivo sobre el otro. 

¿Qué necesitamos para sostener que la incompatibilidad entre estos va-
lores no existe como tal? La respuesta a esta pregunta tiene que mostrar 
que incluso con salarios muy bajos (o inexistentes) es posible reclutar bue-
nos políticos.12 Dicha solución depende de la posibilidad de generar meca-
nismos motivacionales que no estén basados en incentivos materiales. Esto 
nos lleva a la pregunta de cómo hacer que los ciudadanos más aptos para la 
tarea legislativa y de representación estén interesados en participar en polí-
tica aun cuando los salarios y beneficios materiales no son significativos. 
Planteado así, este tipo de dilema nos acerca a la discusión sobre en qué 
medida los funcionarios públicos deben estar fundamentalmente motiva-
dos por una vocación de servicio y no por los incentivos materiales que es-
tán asociados con distintas funciones públicas.

Un debate en esta dirección se está procesando en el ámbito de la filo-
sofía política normativa, particularmente en torno a las últimas contribucio-
nes de Gerald Cohen. Para resumirlo rápidamente, Cohen construye una 
crítica interna a la teoría de la justicia de John Rawls (1999). Su crítica se fo-
caliza en el principio de diferencia rawlsiano. A grandes rasgos, este princi-
pio postula que las desigualdades económicas sólo pueden estar justificadas 
si benefician a los miembros más desaventajados de la sociedad (Rawls, 
1999). Cohen pone en duda el carácter igualitario de este principio ar-
gumentando que posibilita el desarrollo de desigualdades intolerables 
(Cohen, 2008, p. 123). De acuerdo con Cohen, si realmente nos interesa 
tener una sociedad igualitaria y por ende le damos alguna forma de priori-
dad a la igualdad como valor normativo, entonces deberíamos mirar con 
recelo un principio que posibilita grandes diferencias salariales entre las 
personas. Cohen cree que en una sociedad justa las personas más talentosas 
no deberían estar motivadas por incentivos materiales a la hora de ocupar 
puestos de vital relevancia.

12 La alternativa inversa es irrelevante para este caso. Ésta es la idea de que incluso 
con salarios altos no se genera desigualdad entre representantes y representados. 
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El punto que este autor trata de plantear es que los individuos deben 
estar motivados por una suerte de ethos igualitario que informe las decisio-
nes que éstos toman dentro de las instituciones formales e informales. La 
idea de ethos es entendida como “el conjunto de sentimientos y actitudes 
en virtud de los cuales las prácticas habituales y las presiones informales 
son como son” (Cohen, 2000, p. 145). Si queremos alcanzar una sociedad 
igualitaria, entonces es necesario que ese conjunto de actitudes esté orien-
tado hacia la consecución de prácticas igualitarias (Cohen, 2000, p. 3). Por 
ejemplo, Cohen se opone a la idea de que el Estado coaccione a sus ciuda-
danos para que desarrollen determinada tarea, o que acepten determinado 
trabajo. Por el contrario, se espera que un ethos igualitario motive a los indi-
viduos a aceptar altos niveles impositivos o a tomar decisiones laborales 
que favorezcan la igualdad (Cohen, 2008, p. 123). Si realmente existe un 
trade-off entre eficiencia e igualdad, entonces la única solución igualitaria 
para desactivar ese conflicto de valores radica en generar un mecanismo 
motivacional alternativo.

La situación de los parlamentarios es análoga a la presentada por Cohen: 
la motivación para llevar adelante tareas de representación no debería estar 
pautada por los beneficios materiales que están atados a esas tareas sino por 
una suerte de ethos de servicio. El hecho de que los ciudadanos estén moti-
vados por este tipo de ethos facilita que los políticos actúen en sintonía con 
ciertos valores que son políticamente deseables. Se espera que los políticos 
que actúan por vocación de servicio sean más favorables al bien común y a 
perseguir objetivos comunitarios que los políticos que están guiados por be-
neficios materiales y personales. La adaptación del argumento de Cohen, 
para el caso que nos interesa aquí, propone que existe una forma de superar 
la imposibilidad de perseguir objetivos que parecen incompatibles entre sí. 
El trade-off entre buenos gobernantes y mayor igualdad desaparecería si 
logramos una forma de motivar a los talentosos para la labor representativa 
aun ante la inexistencia de incentivos materiales.13

Este argumento enfrenta una dificultad que queremos destacar. Un 
ethos es por definición un mecanismo motivacional informal. Por ende, no 
resulta claro ni evidente mediante qué proceso y a través de qué agentes se 

13 Con la finalidad de aislar y analizar este argumento en particular, en esta sección dejamos 
de lado otros problemas que pueden surgir en un sistema que otorgue remuneraciones muy ba-
jas o inexistentes a los representantes. Véase la sección anterior o la siguiente para una discusión 
de los problemas adicionales que pueden surgir en un sistema de esta naturaleza (e.g. elitismo, 
corrupción). 
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puede generar un ethos de las características necesarias para el caso. La difi-
cultad para encontrar mecanismos que puedan generar ese ethos, viene 
acompañada de la posibilidad de tener control sobre los mismos. Un pro-
blema evidente con la utilización de un ethos como mecanismo motivacio-
nal radica en el hecho de que este tipo de instrumento es muy difícil de 
controlar y monitorear (Pérez Muñoz, 2016).

Para que la solución del ethos de servicio sea efectiva —esto es, para que 
la gente se comporte con base en lo establecido por el ethos— es necesario 
que existan dispositivos que aseguren y promuevan el cumplimiento de 
esas reglas informales. Por tanto, es imprescindible contar con mecanismos 
para tratar con aquellos individuos que no siguen los comandos del ethos. En 
este caso, el ethos debe contar con instrumentos informales para desmotivar 
a aquellos individuos talentosos que prefieren realizar tareas mejor remu-
neradas y que no participan en política por razones de costo-beneficio eco-
nómico. Un mecanismo evidente para ese cometido es la condena social 
mediante la generación de vergüenza (shame) en aquellos que prefieren no 
seguir los comandos del ethos (Elster, 2007, p. 98). Avergonzar, por ejemplo, 
podría promover la estigmatización de aquellos que, siendo talentosos para 
la tarea legislativa, prefieran no ocupar cargos de esa naturaleza. Los meca-
nismos informales de control de cumplimiento pueden ser inefectivos a la 
hora de asegurar que se honren las normas promovidas por el ethos. Su efec-
tividad depende de los costos asociados con su incumplimiento. Así, es es-
perable que a mayor costo, mayor será la efectividad de los comandos 
establecidos por el ethos. El problema aquí es que un sistema de motivación 
informal que impone grandes costos en aquellos que no cumplen con sus 
comandos puede ser altamente opresivo y particularmente incontrolable. 
Los afectados por un mecanismo motivacional de esta naturaleza pueden 
tener pocas formas de contrarrestar los efectos negativos asociados con su 
incumplimiento.

De forma alternativa, podríamos pensar en un ethos que no promueva su 
cumplimiento mediante penalizaciones informales hacia las conductas des-
viadas sino que ofrezca beneficios a quienes cumplan con sus mandatos. 
Por ejemplo, ese sería el caso de un ethos que resalte y promueva beneficios 
inmateriales asociados con las tareas representativas. En este caso, los ciu-
dadanos más talentosos estarían motivados para participar en política no por 
los beneficios materiales relacionados con esa tarea (ni por la posibilidad de 
ser informalmente penalizados) sino por la existencia de beneficios no mo-
netarios tales como prestigio o estatus. El éxito de este ethos alternativo ra-
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dica en revitalizar y revalorar las tareas representativas a tal punto que los 
ciudadanos más talentosos prefieran ocupar cargos públicos aun cuando eso 
los lleve a renunciar a otras actividades mejor remuneradas. Pero este caso 
tampoco está exento de dificultades. Un problema evidente radica en desci-
frar los agentes y procedimientos que se pueden utilizar para generar un 
ethos de esa naturaleza. Asimismo, es necesario justificar normativamente 
los procedimientos utilizados para poner en práctica dicho ethos. Desafortu-
nadamente, como sugiere Joshua Cohen (2002, p. 375), la ethología es de 
momento una disciplina muy subdesarrollada. Sabemos muy poco sobre 
cómo producir un ethos particular, así como sobre las consecuencias que ese 
proceso puede generar.

Aunque este no es el sitio para desarrollar con más detalle estas ideas, la 
intención de esta sección es simplemente explicar por qué el argumento 
que niega el trade-off entre igualdad y buen gobierno es problemático. La 
única solución posible para disolver esa incompatibilidad radica en generar 
un sistema de incentivos no materiales que motive a los ciudadanos más 
talentosos a participar, competir y tomar posiciones de representación. Sin 
embargo, existen buenas razones para ser cuidadosos a la hora de adoptar 
un esquema motivacional de esa naturaleza.

Argumentos para justificar la capacidad de restricción parcial
de ajustar salarios

Una vez que descartamos la posibilidad de maximizar ambos valores de 
forma simultánea, nos quedan dos caminos por recorrer. Por un lado pode-
mos optar por perseguir uno de esos valores en perjuicio del otro. Por otro 
lado, podemos buscar un camino intermedio que resigne la consecución de 
una parte de cada valor. Ambas opciones requieren justificación. El primer 
camino nos lleva a debatir qué valor deberíamos privilegiar y por qué debe-
ríamos privilegiarlo.14 Como explicamos en las secciones anteriores, existen 
buenos argumentos tanto para privilegiar mecanismos de ajuste sin restric-
ciones como para promover aquellos completamente restringidos.

Los dos principios opuestos antes mencionados encierran varios proble-
mas. Las debilidades de cada opción son expuestas por la defensa de cada 
una de las posiciones. En primer lugar, como sostienen los críticos de la ca-
pacidad de ajuste sin restricciones, parece razonable pensar que dar carta 

14 Agradecemos los comentarios de un árbitro anónimo en este punto.
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libre a los legisladores para ajustar su salario a discreción puede generar ni-
veles salariales que afecten el funcionamiento de las instituciones legislati-
vas. Eso puede suceder por varias razones; por ejemplo, la legitimidad del 
Congreso puede verse afectada si los legisladores ajustan sus salarios en 
alza en contextos de restricciones o crisis económicas. Los votantes pueden 
interpretar ese tipo de acciones como una falta de compromiso con la reali-
dad del país o como un aprovechamiento irresponsable de los fondos públi-
cos. Es importante tomar en cuenta que hoy en día los parlamentos son 
instituciones que cuentan con niveles significativos de impopularidad y 
descontento ciudadano (Palanza, Scartascini y Tommasi, 2015). 

Asimismo, la posibilidad de autoimponerse salarios extremadamente 
altos puede producir una significativa brecha salarial entre representantes y 
representados. Si partimos del supuesto de que la existencia de fuertes in-
equidades de oportunidades son normativamente problemáticas y deben 
ser aminoradas, entonces parece razonable mirar con recelo un mecanismo 
institucional que posibilita aumentos en la desigualdad desde el seno de 
una institución como el Congreso; en este caso, la desigualdad entre los sa-
larios de los funcionarios legislativos y el resto de la población. Para citar un 
caso paradigmático, se estima que el salario de los legisladores chilenos 
equivale en la actualidad a 40.5 veces el valor del salario mínimo y 17 veces 
el valor del salario anual promedio.15 Ese nivel salarial en el contexto de un 
país extremadamente desigual como Chile sólo ayuda a acentuar las desi-
gualdades existentes.

Si bien estos dos puntos son críticas razonables a los sistemas de ajuste 
salarial sin restricciones, los argumentos presentados por los defensores de 
ese tipo de mecanismo no pueden ser completamente desestimados. El 
supuesto que descansa detrás de esos argumentos es que la capacidad com-
pletamente restringida de ajuste salarial puede desembocar en salarios y 
beneficios lo suficientemente bajos como para generar efectos políticos in-
deseables. Esos efectos van desde posibilitar la existencia de prácticas de 
corrupción hasta desestimular a los ciudadanos más talentosos y calificados 
a participar en la tarea legislativa. Como argumenta Judge (1984, p. 67), el 
pago de los legisladores no debería ser tan bajo como para excluir buenos 

15 El salario de los parlamentarios de Chile a la fecha es de 8321 605 477 pesos chilenos, lo que 
equivale a 40.5 veces el valor del salario mínimo y 17 veces el valor del salario anual promedio. 
Véase Proyecto de límite ético a la dieta parlamentaria (2014, p. 16), disponible en: http://www.gior-
giojackson.cl/wp/wp-content/uploads/2015/04/Proyecto-Dieta-Parlamentaria-final.pdf [fe-
cha de consulta: 13 de julio de 2015].
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candidatos o para obligar a los legisladores a buscar salario en otros lugares. 
Pero, como ya vimos, el salario no debería ser tan alto como para que genere 
impopularidad en el electorado, o bien que los beneficios materiales se 
transformen en la única razón para buscar ese trabajo.

La persecución exclusiva de uno de los valores u objetivos (en desme-
dro del otro) genera problemas normativos importantes. Y hay buenas razo-
nes para pensar que un camino intermedio puede aminorar estos 
inconvenientes. Esto nos lleva a considerar que los lineamientos para una 
salida a este problema no se encuentran en ninguno de los dos extremos, 
sino que es necesario explorar la posibilidad de adoptar caminos interme-
dios. En la práctica esto es lo que sucede en numerosos países, donde los 
legisladores tienen cierto poder de influencia en los procesos de ajuste sala-
rial. Este camino parece atender los problemas principales de las soluciones 
extremas. 

El problema es que no todos los mecanismos para restringir salarios tie-
nen los mismos resultados ni son equiparables. Los legisladores, por ejem-
plo, pueden tener múltiples restricciones parciales en su capacidad de 
ajustar su salario. El catálogo de restricciones es amplio e incluye diferentes 
mecanismos. 

Un primer dispositivo radica en que otros funcionarios propongan los 
ajustes y el Poder Legislativo tenga la capacidad de aceptarlo o de vetarlo. 
Esto implica que los legisladores por sí mismos no tienen la capacidad de 
iniciar un ajuste de salarios, sino que sólo pueden aceptar o vetar los ajustes 
que provienen del Ejecutivo o bien por alguna normativa especial. Un se-
gundo mecanismo restrictivo permite ajustes salariales únicamente de una 
legislación a la otra. Los legisladores sólo pueden ajustar el salario de la fu-
tura legislatura pero no sus salarios actuales. Los efectos restrictivos de este 
tipo de mecanismo dependen de la tasa de reelección de una legislatura a 
otra. Los legisladores de países con altas tasas de reelección tienen incenti-
vos para promover ajustes salariales al alza para la próxima legislatura.

Veamos algunos casos. Tanto la Constitución de Argentina como la de 
Costa Rica (artículos 74 y 113, respectivamente) indican que una ley será 
utilizada para determinar qué monto será asignado mensualmente a los par-
lamentarios. Un ejemplo opuesto ocurre en Brasil, donde el artículo 49-VII 
establece que la fijación del salario para diputados federales y senadores es 
de competencia exclusiva del Congreso Nacional —si bien el margen de 
asignación se encuentra restringido por otros artículos e incisos constitucio-
nales y legales—. Por otro lado, están los casos de Bolivia y México, que 
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tienen una cota superior establecida por ley. En el primer caso, el artículo 
158, parte I inciso 2º de la Constitución boliviana afirma que una de las atri-
buciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional es fijar la remuneración 
de sus miembros, pero que este monto no puede ser superior al salario per-
cibido por el vicepresidente del país, al tiempo que prohíbe expresamente 
que cualquier asambleísta reciba una remuneración diferente por otra acti-
vidad. En el caso mexicano, existe una asignación remunerativa jerárquica 
dentro del Estado, donde quien percibe el máximo salario es el presidente 
de la federación. Esta sería la cota máxima de asignación salarial para los 
parlamentarios (artículo 127, II de la Constitución). 

Asimismo, Colombia contrasta con todos los casos anteriores dado que 
su orden constitucional contempla una asignación proporcional de acuerdo 
con un eventual reajuste del sector público: se sostiene en su artículo 187 
que “la asignación de los miembros del Congreso se reajustará cada año en 
proporción igual al promedio ponderado de los cambios ocurridos en la re-
muneración de los servidores de la administración central, según certifica-
ción que para el efecto expida el Contralor General de la República”. 
Finalmente, en Uruguay, el artículo 117 de la Constitución establece que 
los salarios de los parlamentarios son asignados por ellos mismos, aunque 
solamente pueden ser modificados para la siguiente legislatura.16

Es fácil ver por qué el uso de restricciones parciales no necesariamente 
remueve las controversias. Una primera crítica es que este tipo de solucio-
nes también permite demasiada discreción de los funcionarios a la hora de 
ajustar su salario. Como recientemente sucedió en Chile, los legisladores 
aceptaron un nuevo incremento salarial aun teniendo un salario comparati-
vamente alto a escala mundial. Este tipo de mecanismos no previene que 
los legisladores ajusten su salario de una forma que pueda ser percibida 
como injusta o ilegítima por la población.17 En tanto, mecanismos como el 

16 Esta información está basada en la recopilación comparada de normativas legislativas reali-
zada por Fish y Kroenig (2011).

17 Por ejemplo, el “Proyecto de límite ético a la dieta parlamentaria” recientemente presen-
tado en el Congreso chileno buscó eliminar la fijación constitucional de la dieta de los parlamen-
tarios. Actualmente el monto del salario de los legisladores está pautado por el artículo 62 de la 
Constitución Política de Chile. Dicho artículo establece que “Los diputados y senadores percibi-
rán como única renta una dieta equivalente a la remuneración de un ministro de Estado incluidas 
todas las asignaciones que a éstos correspondan”. Si bien esta pauta constitucional en principio 
limita la discreción y arbitrariedad en la fijación de salarios, lo cierto es que el mecanismo final-
mente depende de los procedimientos de fijación de salarios de los ministerios. Como se dice en 
la fundamentación del antes mencionado proyecto de reforma constitucional, la inclusión de un 
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utilizado en Uruguay son pasibles de ser afectados por la coyuntura electo-
ral del país. Aquellos legisladores que tienen buenas razones para ser reelec-
tos en una futura legislatura tienen fuertes incentivos para votar en favor 
de incrementos salariales. Este tipo de problemas ilustra por qué el camino de 
las restricciones parciales no necesariamente conduce a minimizar los ma-
les y rescatar las ventajas de los otros dos tipos ideales.

La decisión de adoptar un procedimiento de ajuste salarial u otro es 
compleja. Si bien hay buenas razones para rechazar tanto la capacidad irres-
tricta como la capacidad completamente restringida de ajuste, no resulta 
claro qué tipo de mecanismo intermedio debería ser descartado y cuál 
adoptado. El problema radica en que el mapa de restricciones es sumamen-
te variado y con implicaciones prácticas sustantivamente diferentes. Por 
eso, decir simplemente que los parlamentarios deberían poder influir en su 
propio ajuste salarial aunque con restricciones no es un argumento convin-
cente por sí mismo.

Una forma posible de evaluar estos arreglos consiste en pensar en el tipo 
de objetivos que se quiere promover, y luego ver cómo diferentes arreglos 
institucionales se adecuan a los mismos. Tomando en cuenta la discusión 
previa, los dos objetivos clave son a) mesura en la magnitud de los ajustes y 
b) que sea capaz de atraer ciudadanos idóneos para realizar la labor legislati-
va y representativa.

El argumento aquí no es que estos dos objetivos sean suficientes para 
distinguir entre mecanismos de ajuste deseables y no deseables. No sólo no 
estamos sugiriendo que estos objetivos sean los únicos para evaluar meca-
nismos de ajuste alternativos, sino que tampoco queremos plantear algún 
tipo de orden de importancia entre los mismos. Esa tarea requiere un deba-
te más refinado del que podemos ofrecer en estas páginas. Nuestro punto 
es simplemente que estos dos objetivos encierran valores que reiterada-
mente (y de forma razonable) aparecen en el debate sobre qué mecanismo 
de ajuste debería regular el salario de los legisladores.

mecanismo constitucional de regulación del salario de los parlamentarios, “si bien busca sacar de 
la competencia de los congresistas la decisión sobre su propia dieta, tiene por resultado meramen-
te una regulación indirecta y rígida por la vía de fijación en referencia a la remuneración de los 
ministros. Sin embargo, al estar la remuneración de los ministros fijada por un conjunto de leyes 
que otorgan distintos montos de asignaciones, los parlamentarios tienen injerencia indirecta so-
bre sus remuneraciones. No resuelve, por lo tanto, el problema de que los incumbentes tengan 
decisión sobre su propio beneficio”. Véase Proyecto de límite ético a la dieta parlamentaria (2014, 
p. 6), disponible en: http://www.giorgiojackson.cl/wp/wp-content/uploads/2015/04/Proyecto-
Dieta-Parlamentaria-final.pdf [fecha de consulta: 13 de julio de 2015]. 
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El primer objetivo está pautado por el anhelo de que el mecanismo de 
ajuste elegido permita mesura en la asignación salarial parlamentaria. Esto 
es, que los ajustes no sean desmedidos ni crezcan indefinidamente. Una 
forma razonable de promover este objetivo consiste en establecer, por 
ejemplo, una capacidad de ajuste de los legisladores a un nivel de ingreso 
determinado tomando en cuenta el nivel salarial promedio de los trabajado-
res del país. Así es como en algunos países se establece por ley que los legis-
ladores no pueden tener un salario mayor ni menor al equivalente de un 
número determinado de salarios mínimos. La primera dificultad radica en 
determinar las cotas inferiores y superiores. Si bien es siempre arbitrario 
determinar cuántos salarios mínimos son adecuados, el uso de cotas sirve 
para dar una flexibilidad restringida a los ajustes salariales. Esa flexibilidad 
es mayor que la brindada por mecanismos de ajuste pautados por factores 
variables, tales como los cambios en el índice de precios al consumo u otros 
similares.

El segundo objetivo busca que el mecanismo de ajuste salarial no desin-
centive la participación de ciudadanos idóneos para la tarea legislativa. Esto 
es, un mecanismo que sea lo suficientemente flexible como para adecuar los 
salarios al contexto. Como mencionamos antes, los mecanismos fijos —cuyo 
caso extremo sería que el monto del salario apareciera expresamente en 
una ley o en la Constitución— pueden carecer de la flexibilidad necesaria 
para ajustar los salarios tanto al alza como a la baja. Arreglos como un ajuste 
salarial mediante una ley de presupuesto anual o por periodo de gobierno, 
por el contrario, tienen la ventaja de ganar en flexibilidad. La fijación por 
ley tiene la ventaja de que los parlamentarios tendrán que deliberar y justi-
ficar públicamente sus ajustes salariales, lo que abre un espacio para el 
cuestionamiento de las políticas salariales adoptadas en el ámbito de la opi-
nión pública. Ese tipo de mecanismo puede facilitar el control ciudadano a 
través de la opinión pública. Para que esto funcione es necesario que el 
descontento del electorado, o bien las percepciones que los parlamentarios 
tienen sobre las preferencias del electorado, restrinjan a los primeros a la 
hora de establecer su salario.

Por lo mismo es necesario considerar que los mecanismos de ajuste que 
politizan más las decisiones salariales pueden sufrir un efecto a la baja oca-
sionado por la presión de la opinión pública, o al alza si no hay constreñi-
mientos de ningún tipo. Por ejemplo, la fijación de salarios de acuerdo con 
una ley que se debate públicamente puede estar fuertemente influida por 
presiones de la opinión pública, la prensa, el sector empresarial y otros 
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agentes no estatales. La impopularidad de los ajustes salariales puede tener 
un efecto virtuoso —que los salarios no se ajusten desmedidamente al 
alza— o también un efecto perverso —que los salarios sean demasiado ba-
jos y los ciudadanos más calificados no tengan incentivos para entrar a la 
arena político-legislativa.

Conclusiones

La elección de los mecanismos de ajuste salarial para legisladores está car-
gada de dilemas éticos de notoria importancia. Vale tan sólo repasar la pren-
sa cubriendo ajustes salariales de parlamentarios en distintos países para 
encontrar un buen número de cuestionamientos normativos. Curiosamen-
te, sin embargo, el debate académico sobre cómo los legisladores deben 
ajustar su salario es poco más que inexistente. En este artículo intentamos 
cubrir esa falta en la literatura. El ejercicio propuesto indica que hay buenas 
razones para rechazar tanto los mecanismos de ajuste completamente res-
tringidos como los completamente irrestrictos. La alternativa, entonces, es 
apostar por mecanismos de ajuste parcialmente restringidos. No obstante, 
este camino no está exento de problemas. En la práctica existe una gran 
variedad de mecanismos de ajuste parcialmente restringidos; todos con im-
plicaciones normativas particulares. Por ese motivo, argumentamos acerca 
de la importancia de identificar una serie de objetivos para testear los dife-
rentes mecanismos de ajuste.

Del debate entre los promotores de la capacidad irrestricta y la capaci-
dad completamente restringida se pueden entrever dos objetivos que pue-
den ser razonablemente utilizados para evaluar mecanismos de ajuste 
parcialmente restringidos. Como explicamos en la sección previa, es desea-
ble que los mecanismos de ajuste promuevan mesura en la magnitud de los 
ajustes y que sean capaces de atraer ciudadanos idóneos para realizar la la-
bor legislativa. Aquí, sin embargo, no proponemos ningún mecanismo de 
ajuste en concreto ni identificamos países con prácticas que se acerquen a 
los objetivos defendidos. Esa tarea más ambiciosa queda en el debe para 
una futura investigación. Pg
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